En la ciudad de San Salvador de Jujuy, a los diecisiete días del mes de octubre del año mil novecientos noventa y cinco, reunidos los miembros titulares del Tribunal Electoral de la Provincia, Dres. Oscar Agustín del Valle Galíndez, José Manuel del Campo y Carlos Marcelo Cosentini, vieron el Expte. nº A.-714/95, caratulado: “DRA. CRISTINA GUZMAN- FORMULA DENUNCIA FALTANTE DE VOTOS” y,
CONSIDERANDO:

I.- Que mediante interlocutoria de fecha 5/10/95, y cuya copia luce agregada a fs. 1/1 vta. de los presentes autos, este cuerpo ordenó la Instrucción de un sumario administrativo a fin de determinar las responsabilidades que eventualmente  pudieren corresponder, a raíz de la denuncia formulada por la Dra. María Cristina Guzmán por Expte. nº A-714/94, quien lo hizo primero como candidata a Gobernadora (acta notarial de fs. 4) y luego como Diputada Nacional (escrito de denuncia de fs. 27). Paralelamente se dispuso la paulatina agregación de los elementos probatorios que se colectaran en estos últimos obrados, designándose al señor Fiscal Electoral como sumariante.
Que reunidas las probanzas precitadas, el señor Fiscal Electoral rinde el dictamen pertinente a fs. 137/137 vta. de autos, propiciando sobreseer las actuaciones porque a su criterio- de la meritación de la prueba reunida no cabe atribuir ningún tipo de responsabilidad al personal de este Tribunal Electoral.

II.- Que, básicamente, la denuncia de autos se sustenta en la circunstancia de que según la presentación formulada por la Dra. María Cristina  Guzmán, habría detectado anomalías que evidencian que- desde la Secretaría Electoral- se omitió remitir, a un número importante de mesas, la documentación prevista en el art. 73 inc. d) y e) del Código Electoral. Concretamente, menciona la ausencia de boletas con relación al Lema 43, Sublemas 651 y 403, lo que genera a su criterio- “la vehemente sospecha de que se trata de una omisión deliberada  o intencionada, probablemente confirmativa de delito penal” (sic).
Asimismo, y como evidencia de las aseveraciones precitadas, ofrece como prueba el acta nº 193, pasada por ante el señor notario titular del Registro nº 12, Escribano Raúl Calizaya (cuya copia luce agregada a fs. ¼ vta.), de la cual surgen  -dice- faltantes en varias mesas, así vomo rl hallazgo en la Mesa de Entradas de este Tribunal de un fajo de sobres de plástico conteniendo votos de Fuerza Popular, Sublema 651. Estos sufragios –aduce- no fueron remitidos por el Tribunal, lo que consolidaría su afirmación de una omisión deliberada de remisión. Tales fajos –a su pedido- fueron ulteriormente introducidos en su sobre lacrado, el cual fue firmado por la denunciante, el notario interviniente y los señores miembros del Tribunal Electoral, reservándose el mismo en Caja Fuerte de la Secretaría Electoral, Además, mediante el escrito de fs. 23/23 vta., acompaña otras actas suscritas por sus fiscales y que se agregan a fs. 9/19 vta., así como el acta notarial de fs. 20/21 vta. Por fin, enuncia otros faltantes en diversas mesas, pero sin acompañar la documentación acreditativa de tales extremos, según surge del cargo de fs. 23 vta. in fine/24.
Que atento a ello, mediante interlocutoria de fecha 1/10/95 (fs. 6 y 6 vta.), se instruye al señor Secretario Electoral Dr. Horacio Pasini Bonfanti para que de inmediato se constituya en las mesas receptoras de votos del Municipio de San Pedro de Jujuy, a fin de constatar la posible existencia de faltantes de boletas oficializadas del Lema Fuerza Popular, en todas sus categorías. Asimismo, y por conducto de la misma resolución, se instruye al personal del Tribunal Electoral, para que de inmediato se constituyan en las otras mesas receptoras de votos ajenas al municipio precitado, y que aparecen individualizadas en la denuncia de marras, a los fines de arbitrar las medidas pertinentes con miras a superar las supuestas irregularidades mencionadas.
Que llevadas a cabo las diligencias encomendadas, recepcionados los informes in voce pertinentes y colectadas las demás pruebas incorporadas a autos, y oído el señor Fiscal Electoral –quien propicia la desestimación de la denuncia- la causa ha quedado en estado de resolución.
III.- Que así los términos de la cuestión planteada –y compartiendo el dictamen del señor Fiscal Electoral- corresponde desestimar la denuncia de autos, conforme a los fundamentos que seguidamente se indican:
a)
Del informe rendido a fs. 123/125 vta. por el señor Secretario Electoral, surge palmario el procedimiento y los recaudos extremos arbitrados a los fines de posibilitar el adecuado control, resguardo y envío de la documentación y útiles electorales que prevé el art. 73 de la ley 4564/91. Entre ellos, se destacan: 1º) Introducción en cada urna de la documentación enumerada en los incs. a), b), c) d) e) f) y g) del precepto mencionado; 2º) Remisión de los útiles en bolsas de polietileno sellada, para evitar que los frascos de tinta se derramen e inutilicen la documentación, 3º) También fueron embolsados los sobres para emisión de votos, los correspondientes a los recurridos e impugnados y las hojas de papel romaní, 4º) En los sobres de actas se procedió a introducir los telegramas y certificados de escrutinio, juntamente con los juegos de votos  oficializados de Lemas y Sublemas y tres juegos de padrones. En lo que respecta a las boletas oficializadas o votos testigos, dicha tarea estuvo a cargo de dos grupos separados por mesas masculinas y femeninas, quienes verificaron tal documentación confrontando las constancias  de los expedientes respectivos y arbitrando un sinnúmero de recaudos que el informe explicita pormenorizadamente, y a los que nos remitimos brevitatis causa; 5º) Las urnas fueron fajadas y entregadas a ENCOTESA, para su despliegue, juntamente con las boletas conteniendo los votos de cada municipio.
Como toda tarea humana, en donde se manipularon más de diez millones de boletas –algunas de ellas de suma complejidad por la cantidad de Sublemas y adhesiones- resultaría absurdo alimentar una actitud de inatendible soberbia afirmar que la labor de marras no ofreció alternativa de error alguno. Pero de las constancias de autos, y demás documentación obrante en el Tribunal Electoral, surge evidente el esfuerzo denodado del personal afectado a las mismas, su contracción al trabajo y su ponderable responsabilidad. Por el contrario, aseverar la existencia de omisiones deliberadas por parte del personal o funcionarios de este Tribunal, traduce una  actitud de ligereza y de liviandad ofensiva que este Cuerpo no puede aceptar ni compartir.
 b) De los recibos extendidos por los presidentes de mesa a ENCOTESA (FS. 71/116), surge la recepción correcta de la documentación enviada por este Tribunal. Es más, de la nota de fecha 6/10/95 enviada por la Gerente de ENCOTESA 
Suc. Jujuy, señora Rosa Albisetti –y que corre agregada a fs. 118 de autos –se señala que en lo “… relacionado con la entrega de urnas y útiles correspondientes a las diferentes mesas … no se suscitó ningún tipo de inconveniente con los presidentes de mesa, en orden a la nómina de documentos y útiles que le fueron entregados en conformidad al art. 73 del Código Electoral de la Pcia.” En el mismo documento, se subraya que “El servicio encomendado al Correo Argentino por ese Honorable Tribunal se concretó satisfactoriamente, no habiéndose registrado reclamos de nuestras oficinas en relación a faltantes en la nómina de documentos mencionados”.

c) Del informe ampliatorio rendido por el señor Secretario Electoral en relación a supuestas anormalidades en mesas de San Pedro de Jujuy (y cuya copia luce agregada a fs. 132/134), surge –del sondeo efectuado in situ por orden de este Tribunal –la inexistencia de faltantes correspondientes al candidato a intendente Víctor Hugo Sakal (boleta glosada a fs. 135/136). En efecto, del documento de marras se constata que fueron interrogadas las autoridades de los comicios en la Escuela provincial nº 201 Salvador C. Martínez, no comprobándose faltantes de ninguna naturaleza en todas las mesas verificadas, a saber: 355, 356, 353, 354, 358, 357, 359, 360, 362 y 361.
Similar comprobación se efectuó en la Escuela Normal Nacional José de San Martín, en las mesas 943, 941, 939, 945, 947, 948, y 940. En ese marco, el señor Secretario Electoral aclara que en las mesas 944, 942 y 946 se le manifestó que el voto testigo correspondiente al candidato mencionado no se encontraba oficializado, pero que en ningún caso se formularon observaciones al mismo, dado que la boleta  señalada se encontraba inserta con su número correspondiente en  el telegrama de mesa y certificado de escrutinio, por lo que el acto eleccionario se estaba desarrollando con absoluta normalidad.


     También constató el señor Secretario Electoral que en la Escuela Provincial nº 2, Domingo T. Pérez, no existían faltantes de la mencionada boleta y que el acto comicial se desarrollaba normalmente. En tal sentido, se verificaron las mesas 336, 325, 333, 322, 326, 334,328, 337 y 321.

De igual modo, el actuario practicó un sondeo en la Escuela nº 293 Juan XXIII, en donde tampoco se detectaron faltantes de ninguna naturaleza en las mesas verificadas, a saber: 342, 341, 345, 349, 343, 346, 347, 350, 352, 339, 340, 351, 338 y 348. Similar comprobación se efectuó en la Escuela nº 221 Latino Americana, en las mesas 369, 364, 370, 371, 368, 363, 365, 366. e idéntica constatación se concretó en la Escuela Polivalente de Artes, en las mesas 966, 961, 962, 964, 963, 965, 967 y 968.

En todos los casos, el actuario fue acompañado por el Capitán Tabernero del Ejército Argentino, y los auxiliares de este Tribunal, señores Daniel Ortiz y Daniel Romero.
Amén de ello, consta en el informe precitado que –una vez efectuadas las comprobaciones precitadas (casi el 50% de las mesas del municipio), y habida cuenta que el tiempo no permitía extender el sondeo ordenado por mayor margen- informó telefónicamente in voce a Presidencia de todo lo actuado. Por tal razón, el Tribunal redujo hasta las 19,30 la hora de cierre en aquel municipio, ante la ausencia de las anomalías denunciadas (ver resolución de fs. 8).

d) En cuanto a las causas que dieron origen al hallazgo de tres fajos de sufragios de Fuerza Popular en la Mesa de Entradas deL Tribunal, el actuario aclara a fs. 124/125 vta. que el día del comicio, a hs, 8,15, la Dra. María Cristina Guzmán le comunicó telefónicamente que en la Escuela Pucarita y en la Escuela San Francisco existían faltantes de boletas oficializadas de sus Sublemas. Por tal razón, manifiesta que procedió de inmediato a extraer del galpón tres fajos de cien votos cada uno, los cuales eran sobrantes de la Lista que la citada candidata presidía. En tal marco, procedió a llevarlos hacia Mesa de Entradas a los efectos de sellarlos y reponerlos como votos oficializados, en el caso de comprobarse las irregularidades aducidas, encontrándose presente en ese momento la apoderada de la Lista nº 651, señora Fátima Flores. A los pocos minutos se hizo presente el veedor político de esa agrupación, señor Eduardo Nicolás Fernández, manifestando faltantes de votos testigos en varias mesas de Capital. Poco después también se hizo presente la señora Ana María Lucas, junto con una fiscal. Dadas las denuncias verbales de faltantes de votos testigos, se habilitó al personal que da cuenta el informe de marras, incluyendo al veedor político, señor Eduardo N. Fernández, para proceder –votos testigos en mano- a las verificaciones pertinentes. El resultado fue negativo, ya que las mesas en cuestión estaban funcionando normalmente y con los votos testigos originales. Los votos testigos del fajo precitado quedaron en poder del señor Eduardo Fernández.
Luego el actuario se retiró, conjuntamente con la auxiliar Sra. Patricia Pedroso de Rodríguez Francile a varios conocimientos capitalinos, con miras a verificar, mesa por mesa, la existencia de algunas otras anomalías, donde constató que todo funcionaba con absoluta normalidad, sin que los señores presidentes de mesas le comunicarán faltantes de votos oficializados. Al regresar al Tribunal Electoral tomó conocimiento de la presencia de la Dra. María Cristina Guzmán, quien visiblemente ofuscada y ante numerosas cámaras de televisión, le requirió- increpándole duramente- sobre las causas por las cuales se encontraban los fajos de votos oficializados en Mesa de Entradas del Tribunal Electoral. No obstante las explicaciones que le brindara, y que han sido convenientemente referenciadas ut supra, la mencionada candidata no las aceptó y se negó a pasar al galpón en donde existían varios millones de votos de todos los Lemas y Sublemas intervinientes, dado que allí se encontraban los sobrantes de varias listas para su eventual reposición en caso de que se formularan requerimientos en tal sentido. Este último extremo fue constatado por varios apoderados de Lemas y Sublemas que, durante toda la jornada comicial, ingresaron a esa dependencia para reponer sufragios en distintas mesas.

En este mismo contexto, no puede soslayarse el informe que luce a fs. 129/130 vta. – y que aparece debidamente refrendado por diez auxiliares de este Tribunal y por el propio actuario –lo que le confiere la calidad de Instrumento Público en los términos del art. 979 inc. 4º del Código Civil, con los alcances previstos –en orden a su valor probatorio- por el art. 943 del mismo ordenamiento legal y del cual surgen además otras circunstancias adicionales vinculadas a las razones por las cuales los tres fajos de boletas oficializadas aparecieron en la Mesa de Entradas. Por conducto de ese documento se puede constatar que el veedor político, señor Eduardo Nicolás Fernández quien tenía en su poder los fajos de los votos oficializados, se introdujo al interior de la Mesa de Entradas los depositó nen un lugar de la misma. De allí los extrajo la Dra. Guzmán para exhibirlos a la prensa como elementos acreditativos de un supuesto fraude electoral, todo lo cual se desenvolvió en un marco imbuido de insultos a los miembros y auxiliares de este Tribunal, que eran proferidos tanto por la Dra. Guzmán cuanto por algunas de las personas que la acompañaban.
De la lectura del acta precitada se desprenden expresiones peyorativas e injuriantes, tanto para el personal cuanto para los miembros de este Tribunal, el cual, por las circunstancias de persona, tiempo y lugar en que fueron proferidas no puede soslayar reproducirlas sino en su tenor textual, aún concediendo que tal transcripción obligada causa vergüenza y hasta aflicción a este Cuerpo, tales como: “hijos de puta”, “que venga ese Galíndez”, “qué quiere ese barbudo, que le haga juicio político?”, en clara alusión al Presidente del Tribunal Electoral de la Provincia, quien es además Presidente del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia.

Consta igualmente en el acta mencionada que la señora Diputada Nacional procedió a ingresar sin autorización al interior de la Mesa de Entradas de este Tribunal, esto es en el sector reservado para el personal dependiente del mismo y no correspondiente al público en general. Esta intromisión de hecho se mantuvo por espacio de varios minutos a la espera de la llegada del señor escribano Raúl Calizaya, quien procedió a labrar un acta ante la presencia de numerosos medios periodísticos – varios de ellos nacionales – que habían llegado al lugar conjuntamente con la Dra. Guzmán, manifestando ésta – a viva voz- que se trataba de un fraude electoral.
Por otra parte, esta funcionaria se negó sistemáticamente a acceder a la invitación de los miembros del Tribunal Electoral a pasar a su despacho para receptar sus inquietudes y, eventualmente la denuncia que quisiera efectuar, exigiendo –por el contrario- que fuera el propio Tribunal el que se constituyera en Mesa de Entradas para que la prensa nacional documentara el episodio. Paralelamente impartió diversas órdenes –invocando su calidad de Diputada Nacional – a los agentes de policía que estaban al servicio del Tribunal Electoral- requiriéndoles que se apostaran en Mesa de Entradas para preservar los fajos en cuestión. Todo en clara violación a lo preceptuado por el art. 91 de la Constitución de la Provincia que prescribe que: “El Tribunal Electoral dispondrá de las fuerzas policiales que fueren necesarias para el cumplimiento de sus resoluciones y atribuciones, particularmente en oportunidad de celebrarse el acto electoral.” (inc. 1ro.), y que: “Todas las autoridades provinciales y municipales deben presentarle la colaboración que le fuere requerida” (inc. 2do.).
Luego la señora Diputada Nacional se avino a ingresar al despacho del Tribunal Electoral conjuntamente con el señor escribano Raúl Calizaya y el Dr. José César Zamponi, ante cuyos miembros formuló la denuncia relacionada ut supra.
IV.- Que independientemente de la ausencia de responsabilidad por parte del personal dependiente de este Tribunal, lo que determinará el sobreseimiento de las actuaciones correspondientes al sumario administrativo que se labrara por Expte. A-739/95, según resolución de fecha 17 de octubre último, tampoco pueden soslayarse los distintos recaudos arbitrados por este Tribunal con miras a asegurar la transparencia del acto comicial y a preservar la libre expresión de la voluntad popular, mediante la adopción de medidas inéditas que posibilitaron cumplir con ese cometido, y que fueron ponderadas tanto a nivel local como nacional.
En tal marco, la ocasión deviene propicia para recordar, entre otras, la prohibición de emisión de sufragios a fiscales y fiscales generales  en mesas extrañas al municipio en que figuraran empadronados, a fin de evitar que el desplazamiento de ciudadanos ajenos a los municipios pudiera alterar la voluntad popular de los habitantes de esas comunas, habida cuenta que la numerosa cantidad de Sublemas ponía en serio riesgo la fiel expresión de tal voluntad. En igual sentido, tampoco escapa al conocimiento de las agrupaciones partidarias intervinientes en los últimos comicios, la novedosa implementación del sistema de veedores políticos e informáticos, quienes pudieron verificar y consensuar la mecánica de contralor del Centro de Cómputos, mediante la entrega de un Software similar al utilizado por ese último. Amén de ello, la confección de telegramas de sencilla comprensión facilitó, pese a la complejidad del sistema de la Ley de Lemas, la rápida completividad y lectura del los mismos, lo que unido a la resolución de este Cuerpo de prohibir la comunicación de resultados parciales por vía telefónica, fax o telegráfica, posibilitó la alternativa de unificar en el Centro de Cómputos todo el suministro de la información concerniente al escrutinio provisorio. Esto se reflejó en la circunstancia inédita de que, a poco menos de 24 hs. De operarse el cierre de los comicios, se contará con datos del más del 95 % de las mesas escrutadas en todo el territorio provincial, circunstancia ésta que fuera destacada por el propio señor Ministro del Interior de la Nación, quien calificó a estos comicios verdadero modelo de elección.
En el logro del cometido señalado, obviamente, también jugaron un rol preponderante la eficiencia y el profesionalismo de la empresa ENCOTESA, SIMECON S.R.L., así como del personal del Ejército Argentino, Gendarmería Nacional y Fuerzas Policiales afectadas al proceso comicial de marras.
A la luz de la mecánica de trabajo implementa por este Tribunal, el escrutinio definitivo pudo concretarse en el término de cinco días hábiles, restando a la fecha tan solo la lectura del acta final, lo cual igualmente comporta un precedente inédito en la provincia; máxime si se tiene presente que para el acto comicial del 1ro. de octubre último, el Tribunal Electoral de la Provincia –en razón de la ausencia de simultaneidad con elecciones nacionales – tuvo que encarar por primera vez un emprendimiento de esta magnitud.
V.- Que párrafo aparte merece la conducta observada en la especie por la denunciante, quien actuó con temeridad, malicia e irrespetuosidad. En efecto, se tiene dicho que se efectúa con temeridad cuando quien “…deduce pretensiones o defensas cuya injusticia o falta de fundamento no puede ignorar de acuerdo con una mínima pauta de razonabilidad, es la conciencia de la propia sinrazón” (Palacio, L.E., “Derecho Procesal Civil”, t. II, pág. 51).

De igual forma la presentante observó una conducta maliciosa ya que el deber de buena fe que le impone el art. 8 del C.P.C. (de aplicación supletoria en el proceso electoral, por remisión del art. 176 del Código Electoral de la Provincia), implica no sostener a sabiendas cosas contrarias a la verdad (Chiovenda, G., “Instituciones del Derecho Procesal Civil”, t. III, pág. 82), ya que tolerar la mentira en el proceso implica negar la esencia misma del derecho.

Finalmente, el comportamiento observado por la señora Diputada Nacional aparece irrespetuoso a tenor de los insultos proferidos hacia el personal y miembros del Tribunal Electoral de la Provincia, en clara transgresión a lo dispuesto por el art. 9 del C.P.C. ya que no guardó la mensura y dignidad en el estilo. Y ello así, ya que si las más simples y rudimentarias relaciones  entre los individuos  requieren ciertas condiciones de estilo y formas, como para que puedan estabilizarse y progresar, con mucha mayor razón aquellas relaciones en donde se encuentran enfrentados intereses y planteos, deben encuadrarse dentro del buen orden y respeto para así llegar a la justa solución, en la además de estar interesadas las partes, también lo está la comunidad.

Las expresiones vertidas por la señora Diputada Nacional en ocasión del episodio relacionado precedentemente, unidas también a declaraciones públicas desdorosas hacia estos miembros, lleva a este Cuerpo a enfatizar que toda persona puede ejercer el derecho de expresarse libremente por la prensa (art. 31 de la Constitución de la Provincia). En el libre juego de las instituciones democráticas el disenso respetuoso no sólo debe aceptarse, sino también alentarse como instrumento de participación ciudadana en el contralor del manejo de la cosa pública. Pero no puede aceptarse que so pretexto de exteriorizar opiniones divergentes se incursione en el terreno del agravio y se empleen calificativos inapropiados hacia quienes no participan de las concepciones y criterios del circunstancial objetor. Cuesta admitir que una representante del pueblo haya excedido el marco de la natural mensura con que debe actuar, expresándose con adjetivaciones y expresiones que no se compadecen con su jerarquía ni- menos aún- con el respeto recíproco con que debe llevarse a cabo una eventual confrontación de opiniones entre miembros de cualquiera de los poderes del Estado.
El fervor de las contiendas electorales y los importantes intereses que en ella se enfrentan no pueden justificar- desde ningún punto de vista- los desatinos verbales como que el motivan la presente resolución y que, para soslayar eventuales sanciones procesales, han sido formulados bajo el amparo de inmunidades parlamentarias. A raíz de estas inconductas cívicas, los jueces quedan frecuentemente instalados en medio de enfrentamientos políticos, como una especie de árbitros de los que dependen el éxito o el fracaso de alguno de los sectores en pugna, posición ésta que, prescindiendo de la presiones a las que quedan expuestos, desorbita la función pública ejercida y descoloca al órgano del lugar que  el orden jurídico le asigna frente a los intereses en juego.
Esta contingencia trae como corolario que algunas personas pertenecientes al grupo que se siente desfavorecido por determinadas resoluciones judiciales, apelen como defensa social contra la pérdida de prestigio político y caudal electoral, a la crítica despiadada a los magistrados. Se produce así la escena más angustiante y dolorosa, en la que se ve a los conductores de la sociedad democrática y a los hacedores de justicia, en un enfrentamiento en donde está en juego la base institucional del país y –en nuestro caso- de la provincia,  con el consiguiente descreimiento y desprestigio de las instituciones básicas del Estado de Derecho.
Que expresiones y declaraciones como las formuladas por la señora Diputada Nacional María Cristina Guzmán –en el marco de la cuestión de autos- por su impertinencia, no pueden ser soslayadas por este Cuerpo, ya que las mismas, por conllevar una sorprendente irrespetuosidad, y poner en grosera tela de juicio a los jueces y al valor justicia, vienen injustificadamente a desacreditar, descalificar y menoscabar, por esta vía, a todo el Estado de Derecho, al hacerle perder autoridad, confiabilidad y justo título de mando.

Por ello, el Tribunal Electoral de la Provincia

RESUELVE:

1º) Desestimar la denuncia formulada en autos por la Dra. María Cristina Guzmán, conforme a los fundamentos consignados en los considerandos de la presente.

2º) Rechazar las expresiones y la conducta observada por la señora Diputada Nacional María Cristina Guzmán.
3º) Registrar, dejar copia en autos y hacer saber.

